DEFECTO SUSTANTIVO/ Configura causal específica de procedencia de la tutela desconocer los factores para determinan la competencia de la acción popular 

“(…) el juzgado demandado realizó una interpretación que restringe el sentido del artículo 16 de la ley 472 de 1998, al concluir que es competente para conocer de la acción popular, el juez del lugar donde ocurre la lesión del derecho colectivo cuya protección se invoca, y desconocer que también la tiene, a prevención, el juez del domicilio del demandado. Además, incurrió en errores al leer la demanda, en la que en ningún aparte dice que sea en Pereira donde se produce la lesión y se encuentra domiciliado el Banco demandado.”

VULNERACIÓN DEL DERECHO/ Deber de demostrar la situación fáctica que la origina 

“En el mismo sentido se procederá respecto de la Defensoría del Pueblo de Caldas y que se promovió con el fin de establecer si violó la Ley 734 de 2002, ante la negativa en presentar acciones de tutela a su nombre. Ello, porque el accionante no afirmó y menos acreditó haber pedido a esa autoridad que instaurara a su nombre, las que por medio de esta providencia se resuelven.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-1065 de 2005, SU-241, T-307 y T-534 de 2015.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

        Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

        Pereira, diez (10) de agosto de dos mil dieciséis.


Acta No. 378 de 10 de agosto de 2016
        Expedientes No. 66001-22-13-000-2016-00727-00
Se decide en primera instancia la acción de tutela promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira y la Defensoría del Pueblo de Caldas, a la que fueron vinculados el Alcalde del municipio de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda, el representante legal del Banco Davivienda S.A. sucursal del municipio de Marsella y la Alcaldía de este último municipio.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el actor los siguientes hechos:
1.1 Acude directamente a este medio porque la Defensoría del Pueblo de Manizales se niega a cumplir su función de presentar tutelas a su nombre, pese a solicitárselo reiteradamente y ser su función amparar a los ciudadanos en sus pedimentos judiciales.

1.2 El Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira decidió admitir y tramitar la acción popular radicada bajo el número “2016-005”, contra Davivienda, pese a que la presentó en el “juzgado de Apía”, desconociendo postura de la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia, en providencia que cita; frente a esa determinación interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación para que no admitiera la demanda y la remitiera al despacho donde decidió presentarla, pues escogió la competencia a prevención; el juzgador no puede convertirse en el sucedáneo de su elección.
2.- Considera lesionados los derechos a la igualdad, al debido proceso y a la debida administración de justicia y para su protección, solicita a) se ordene al funcionario demandado, remitir su acción popular ante el juzgado donde a prevención decidió presentarla y conceder su recurso de apelación frente a la admisión de la demanda; y b) dar trámite a la solicitud de tutela contra la Defensoría de Manizales y ordenarle presentar acciones de amparo a su nombre.
ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Mediante proveído del pasado 28 de julio se admitió la acción de tutela contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira y la Defensoría del Pueblo de Caldas, se ordenó vincular al Alcalde del municipio de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda y se decretaron pruebas. Posteriormente se ordenó la intervención del representante legal del banco Davivienda S.A. sucursal del municipio de Marsella y la Alcaldía de este último municipio.
2.- En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:
2.1 La Procuradora Regional de Risaralda dijo que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que podrá hacerse en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba, convocado previamente por el juez, el cual no les ha sido comunicado. Solicita se le desvincule de la actuación.
2.2 El señor Alcalde Municipal de Pereira, por medio de apoderado, solicitó negar el amparo porque frente a la entidad que representa existe falta de legitimación en la causa por pasiva y no está llamada a responder por la posible vulneración de los derechos referidos por el actor, máxime cuando los hechos de las demandas involucran exclusivamente al juzgado accionado, cuyas decisiones están amparadas en el principio de autonomía judicial. Solicita se condene en costas al actor, en caso de temeridad.

3. Los demás funcionarios demandados y vinculados, guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

3.- Considera el actor lesionados sus derechos a la igualdad, al debido proceso y a la debida administración de justicia porque la funcionaria accionada admitió y dio trámite a la acción popular que presentó en el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, pues escogió la competencia a prevención.

4.- Las pruebas recogidas en el expediente, acreditan los siguientes hechos:

4.1 El día 30 de noviembre de 2015, en el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, Risaralda, el señor Javier Elías Arias Idárraga formuló acción popular contra el Banco Davivienda con domicilio en el municipio de Apía, y como sitio de vulneración citó el mismo Banco, ubicado en la carrera 11 Nº 17-52 del municipio de Marsella, Risaralda. La demanda se radicó bajo el No. 2015-00243
.

4.2 Por auto del 1º de diciembre de 2015, el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, Risaralda, decidió rechazarla por falta de competencia territorial y ordenó remitirla al reparto de los Juzgados Civiles del Circuito que correspondan a la jurisdicción de Marsella, Risaralda. Para así decidir, consideró que en este caso la presunta vulneración de derechos colectivos ocurre en ese último municipio
.
4.3 Frente a esa determinación el demandante interpuso recurso de reposición; en subsidio el de apelación
.
4.4 Mediante Proveído del 10 de diciembre de 2015, decidió el juzgado negar los recursos formulados por extemporáneos
.
4.5 Con providencia del 27 de enero de 2016 el Juzgado Tercero Civil del Circuito local decidió admitir la demanda; ordenó correr traslado de la misma a la sociedad demandada y notificar esa providencia a la Defensoría del Pueblo, al Ministerio Público y al municipio de Marsella, Risaralda – Control Físico; también a la comunidad, por medio de aviso que sería publicado por la emisora de la Policía Nacional
.
4.6 Frente a esa determinación el demandante interpuso recurso de reposición y pidió devolver su acción ante el “juez a quo en Apía”, de acuerdo con el artículo 16 de la ley 472 de 1998, pues allí “existe DOMICILIO de la accionada”. Además solicitó se aplicara una providencia de la Corte Suprema de Justicia que identificó por su número y el nombre del magistrado ponente
.
4.7 Mediante auto proferido el 23 de febrero de 2016 decidió el juzgado no reponer su decisión. Para decidir así, estimó que de acuerdo con el artículo 16 de la ley 472 de 1998, es competente para conocer de la acción popular el juez del lugar de ocurrencia de los hechos o el del domicilio de del demandado, a elección del actor popular y que en este caso: “la vulneración de los derechos colectivos proviene o se origina en las instalaciones de una sucursal del BANCO DAVIVIENDA localizada en la ciudad de Pereira RDA. (sic), por lo que es allí donde se debe tramitar la Acción (sic) Constitucional (sic), respaldado en las siguientes razones: 1.- El domicilio de la entidad accionada que posiblemente está vulnerando derechos colectivos es la ciudad de Pereira.- 2. El actor popular no diligencia los trámites de que trata el artículo 21 de la Ley, eso es notificación del auto admisorio, publicación del aviso.- 3. No traslada el despacho a la Inspección (sic) Judicial (sic), entre otros actos procesales.”  Y a renglón seguido dijo que: “El actor popular descarga en el Juez toda la actividad procesal, incluso la que atañe a las partes y con el fin de no vulnerar los principios que rigen las Acciones Populares consagrados en el artículo 5 de la citada Ley, atribuir la competencia a un Juez diferente al del lugar de ocurrencia de los posibles hechos vulneratorios de derechos colectivos, es interpretar de manera diferente las anteriores normas, además  sería contraria a la reforma de la estructura de la jurisdicción, contradiciendo el principio de celeridad propio de las actuaciones judiciales y menos aún tratándose como en este caso de acciones de rango Constitucional”
.
5.- En este caso, en relación con la decisión de que se trata, se satisfacen los requisitos generales de procedencia de la tutela a que se refiere la jurisprudencia atrás transcrita, porque la cuestión planteada tiene relevancia constitucional en cuanto involucra el derecho al debido proceso; frente a las decisiones en las que encuentra el demandante lesionados sus derechos, interpuso el recurso de reposición, el único que frente a esa decisión procedía de acuerdo con los artículos 36 y 37 de la ley 472 de 1998; el  actor identificó los hechos en los que encuentra la vulneración y los derechos que considera lesionados; el amparo se solicitó de manera oportuna y no se reclama el amparo frente a una sentencia de tutela. 
6.- En cuanto a los requisitos específicos de procedibilidad, considera el actor lesionados sus derechos porque el juzgado accionado se abstuvo de declarar su incompetencia para conocer de la acción popular que instauró ante el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, el que estima debe  conocer del asunto porque el Banco demandado tiene allí su domicilio y en tal forma desconoció el artículo 16 de la ley 472 de 1998, de donde puede inferirse que considera, se produjo una vía de hecho por defecto sustantivo, respecto del cual ha dicho la Corte Constitucional
:
“5.2.    En ese estado de cosas, el defecto sustantivo por indebida interpretación ocurre cuando una providencia judicial adolece de errores en el proceso de interpretación o aplicación de las normas jurídicas por parte del juez natural. La irregularidad debe ser de alta trascendencia para la providencia atacada, de modo que el fallo emitido obstaculiza o lesiona la efectividad de los derechos fundamentales del accionante. El Tribunal Constitucional ha advertido que en las siguientes dos hipótesis se configura la falencia explicada: 

(i) En el evento en que el juez otorga a la disposición jurídica un sentido y alcance que ésta no tiene (contraevidente), es decir, deriva interpretativamente una norma que no se desprende de la disposición objeto de hermenéutica, situación que implica la vulneración del principio de legalidad. En otras palabras, se trata de una hipótesis en la cual, la autoridad judicial arriba a una proposición jurídica que carece de adscripción a la disposición interpretada, error que se produce porque el juez desatendió los principios básicos de la lógica y las reglas de la experiencia. 

Al respecto, la Corte ha indicado que las fallas originadas en el proceso hermenéutico “han de ser protuberantes para que sea factible predicar que a la ley se le ha otorgado un sentido contraevidente”
. De allí que la simple discrepancia dogmática respecto de la opción interpretativa acogida por la autoridad judicial es insuficiente para la configuración del defecto sustantivo. En realidad, el yerro requiere que la asignación de significado a una formulación normativa sea manifiestamente irracional, sin sentido, consecuencia de una desviación notoria del derecho
. La arbitrariedad o la irracionalidad de una interpretación “surge cuando la conclusión que el intérprete obtiene de la norma aplicada no puede derivarse del contenido de esta al amparo de ningún método razonable de interpretación jurídica. Se trata, como ya se ha mencionado, de una interpretación que tiene como único fundamento la mera voluntad o capricho del juzgador”
.


(ii)  cuando el funcionario jurisdiccional confiere a la disposición infra-constitucional una interpretación que en principio resulta formalmente posible a partir de las varias opciones que ofrece la disposición, empero el enunciado normativo asignado (a) contraviene postulados de rango constitucional; (b) conduce a resultados desproporcionados, al lesionar excesivamente los intereses de una de las partes, siempre que esa afectación ostente relevancia Constitucional; o (c) es incompatible con la interpretación autorizada, y decantada por las altas cortes…”
De acuerdo con las pruebas atrás relacionadas, el juzgado accionado se abstuvo de declarar su incompetencia para conocer de la ya referida acción popular, como se lo propuso el demandante por vía de recurso de reposición, con argumento de que la violación de los derechos colectivos se originan en una sucursal del Banco Davivienda de Pereira y que es en esa misma ciudad donde tiene su domicilio, cuando expresiones como esas no contiene la demanda, en la que se indicó que es Apía el lugar de domicilio de esa entidad y que la lesión de los derechos colectivos ocurre en Marsella. 

De otro lado, el artículo 16 de la ley 472 de 1998, dice en lo pertinente: “Competencia. De las Acciones Populares conocerán en primera instancia los jueces administrativos y los jueces civiles de circuito... Será competente el juez del lugar de ocurrencia de los hechos o el del domicilio del demandado a elección del actor popular. Cuando por los hechos sean varios los jueces competentes, conocerá a prevención el juez ante el cual se hubiere presentado la demanda...”
El actor consideró que era competente para conocer de la demanda el Juez Promiscuo del Circuito de Apía, porque allí tenía establecido su domicilio del Banco demandado, pero el Juzgado accionado, al resolver el recurso de reposición contra el auto que admitió la demanda, además, como ya se indicara, de expresar que la lesión se producía en Pereira y que aquí tenía su domicilio aquella entidad financiera, se dedicó a señalar otras circunstancias no previstas por el legislador como factores para determinar competencia, concretamente el incumplimiento de algunas cargas procesales por parte del demandante en materia de notificaciones y el no trasladar al juzgado a la inspección judicial, “entre otros actos procesales”.

Indicó que en tal forma se garantizan los principios que rigen las acciones populares, consagrados en el artículo 5º de la ley 472 de 1998 e interpretó que atribuir la competencia a juez diferente de aquel con competencia en el lugar donde ocurren los hechos, desconoce las normas citadas y contradice el principio de celeridad en acciones de rango constitucional. Sin embargo, no explicó cuáles son los principios que pretende proteger con la decisión adoptada, ni en qué forma se desconocen las disposiciones que cita.
En este contexto, el juzgado demandado realizó una interpretación que restringe el sentido del artículo 16 de la ley 472 de 1998, al concluir que es competente para conocer de la acción popular, el juez del lugar donde ocurre la lesión del derecho colectivo cuya protección se invoca, y desconocer que también la tiene, a prevención, el juez del domicilio del demandado. Además, incurrió en errores al leer la demanda, en la que en ningún aparte dice que sea en Pereira donde se produce la lesión y se encuentra domiciliado el Banco demandado.
En esas condiciones, se concederá el amparo solicitado y para proteger el derecho al debido proceso de que es titular el demandante, se dejará sin efecto la providencia de que se trata. En consecuencia, se ordenará a la funcionaria demandada, en el término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación personal de este fallo, pronunciarse nuevamente sobre el recurso de reposición interpuesto por el demandado contra el auto que admitió la demanda, sin que pueda declarar su competencia para conocer del asunto por los motivos que expuso en el referido auto.

7.- Se negará el amparo en cuanto se solicitó para que se conceda el recurso de apelación contra el auto que admitió la demanda, pues solicitud como esa no se hizo a la funcionaria demandada en el curso del proceso y por tanto, no existe una conducta que por acción u omisión, amenace o vulnere derecho fundamental alguno.

8.- En el mismo sentido se procederá respecto de la Defensoría del Pueblo de Caldas y que se promovió con el fin de establecer si violó la Ley 734 de 2002, ante la negativa en presentar acciones de tutela a su nombre. Ello, porque el accionante no afirmó y menos acreditó haber pedido a esa autoridad que instaurara a su nombre, las que por medio de esta providencia se resuelven.

9.- Como lo solicita el actor, al notificársele esta providencia se le enviará copia de la misma a su correo electrónico y a su costa, se le expedirán copias de todo el proceso.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Conceder la tutela solicitada por el señor Javier Elías Arias Idárraga frente al Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Alcalde del municipio de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda, el representante legal del banco Davivienda S.A. sucursal del municipio de Marsella y la Alcaldía de este último municipio. En consecuencia, se ordena a la funcionaria demandada, en el término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación personal de este fallo, pronunciarse nuevamente sobre el recurso de reposición interpuesto por el demandado contra el auto que admitió la demanda, sin que pueda declarar su competencia para conocer del asunto por los motivos que expuso en el referido auto.

SEGUNDO.- Se niega la solicitud de amparo, para obtener se conceda el recurso de apelación contra el auto que admitió la demanda.  En el mismo sentido se procede respecto de la Defensoría del Pueblo de Caldas.
TERCERO.- Envíese al actor copia de este fallo a su correo electrónico y a su costa, se le expedirá copia de toda la actuación.

CUARTO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

QUINTO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-307 de 2015


� Sentencia SU-241 de 2015


� Folio 28.


� Folio 28 vuelto y 29 frente.


� Folio 30.


� Folio 31.


� Folio 33 vuelto y 34 frente.


� Folio 34 vuelto.


� Folio 35 frente y vuelto.


� Sentencia T-534 de 2015, MP. Dr. Alberto Rojas Ríos


� Sentencia s T-1045 de 2008 , T-1095 de 2012 y T-954 de 2013


� En la Sentencia T-079 de 2010 se afirmó que “ la interpretación errada de una disposición jurídica constituye una transgresión evidente al principio de legalidad, parte esencial del derecho fundamental al debido proceso, y un desconocimiento de la obligación del juez de fallar dentro del imperio de la ley (es decir, del derecho)”. Al respecto, Cfr. Sentencia T-1095 de 2012.


� Sentencia T-1222 de 2005.
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